La Mesa del Parlamento de Navarra, en sesión celebrada el día 13 de noviembre de 2006, acordó admitir a trámite la moción presentada por el Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra, por la que se insta al Gobierno de Navarra a reformar la financiación y concertación de las residencias, ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra y disponer que el debate y votación de la misma tenga lugar en el Pleno. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 193 del Reglamento, los Grupos Parlamentarios y los Parlamentarios Forales podrán presentar enmiendas antes de las doce horas del día anterior al de comienzo de la sesión en que haya de debatirse.

Pamplona, 13 de noviembre de 2006

El Presidente: Rafael Gurrea Induráin

TEXTO DE LA MOCIÓN

El Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra, al amparo de lo establecido en el Reglamento de la Cámara, presenta para su debate y aprobación en el Pleno la siguiente moción.

Exposición de motivos

Según el Consejo de Europa, Recomendación n° 98 relativa a la dependencia, adoptada el 18 de septiembre de 1998 “Es el estado en que se encuentran las personas que por razones ligadas a la falta o pérdida de autonomía física, psíquica o intelectual, tienen necesidad de asistencia y/o ayudas importantes a fin de realizar los actos corrientes de la vida diaria y, de modo particular, los referentes al cuidado personal”.

La situación de dependencia puede presentarse a cualquier edad: al nacer, por malformaciones congénitas; en la infancia, juventud y vida adulta, por accidentes o enfermedades; en la vejez; por el deterioro general de determinadas funciones o por enfermedades crónicas.

La situación de dependencia ha existido siempre, lo verdaderamente nuevo es la dimensión social que ha adquirido por varios factores: un fuerte proceso de envejecimiento de la población, por el incremento de la esperanza de vida, porque el modelo tradicional de cuidados o informal es inviable, ya que se han producido fuertes cambios en el modelo tradicional de familia, también se han producido cambios en la posición social de la mujer (la mujer se ha ido incorporando progresivamente al mercado de trabajo) y su rol dentro de la familia (el reparto desigual de las tareas) va en contra del principio de igualdad.

Todos estos factores acarrean una creciente demanda de servicios y prestaciones sociales públicas o institucionales de apoyo a las personas dependientes.

La Ley de promoción de la autonomía personal y atención a personas en situación de dependencia considera tres grados a proteger, que se subdividen, a su vez, en función de la intensidad de la ayuda:

Grado 1: Dependencia moderada, cuando la persona necesita ayuda para realizar varias actividades básicas de la vida diaria al menos 1 vez al día.

Grado 2: Dependencia severa, cuando la ayuda que necesita la persona para realizar varias actividades básicas de la vida diaria son dos o tres veces al día, pero no necesita la presencia permanente de la persona cuidadora.

Grado 3: Severa, cuando la persona, por su pérdida total de autonomía mental o física, necesita la presencia indispensable y continua de otra persona.

La ley también establece un nivel mínimo de protección definido y garantizado por la Administración del Estado.

Un segundo nivel de protección donde la ley contempla un régimen de cooperación y financiación entre la Administración del Estado y las Comunidades Autónomas mediante convenios para el desarrollo y aplicación de las demás prestaciones y servicios que se contemplan en la ley.

Y finalmente las Comunidades Autónomas podrán desarrollar, si así lo estiman oportuno, el tercer nivel adicional de protección a los ciudadanos y ciudadanas.

El Gobierno de UPN-CDN no está desarrollando, a pesar de su gran potencial social, un sistema de servicios sociales de calidad, garantista y universal.

El informe de gestión elaborado por la Cámara de Comptos detecta deficiencias importantes en esta materia. El servicio de atención a domicilio sólo llega al 4.41% de la población de la tercera edad, cuando estaba previsto en el Plan Gerontológico llegar a un 5% en el año 2000.

Existe un absentismo del 15% en las residencias del Instituto de Bienestar Social, entre un 50 y 60% de los fondos de la tercera edad y discapacitados van a parar a entidades privadas. Los trabajadores de las residencias privadas cobran un 44% menos que los trabajadores de las residencias de tercera edad y discapacitados públicos. No constan los criterios para concertar plazas residenciales de tercera edad. Predominan las plazas concertadas con empresas mercantiles y los precios de concierto son superiores a los de centros públicos.

Para el grupo socialista la atención a las personas más necesitadas de nuestra Comunidad requiere la excelencia y es prioritaria la política social, por lo que resulta imprescindible reforzar y reorientar las políticas sociales para mejorar las condiciones de vida de las personas usuarias.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Socialista presenta la siguiente moción:

1°.- El Parlamento de Navarra insta al Gobierno de Navarra reformar la financiación y concertación de las residencias, de forma que se eliminen las desigualdades, mediante la programación de criterios básicos para concertar y la ordenación del sector público y privado residencial con parámetros homogéneos.

2°.- El Parlamento de Navarra insta al Gobierno de Navarra a elaborar una cartera de servicios que dé respuesta a las necesidades existentes.

3°.- El Parlamento de Navarra insta al Gobierno de Navarra a desarrollar el Servicio de Atención a Domicilio a través de programas que garanticen la calidad e intensidad óptimas, dada la importancia de que las personas usuarias de los mismos puedan permanecer en su domicilio el máximo tiempo posible y en las mejores condiciones.

Pamplona, 31 de octubre de 2006

El Portavoz: Fernando Puras Gil

